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Resumen: los principios constitucionales de autonomía y de 
concordancia universitarias se encuentran plasmados en el ar-
tículo 3 fracción VII de la Constitución Federal. La presencia 
de ambos obedece a la sensible función de la Universidad públi-
ca, la cual nunca debe suspenderse ni enfrentarse a obstáculos 
que pongan en riesgo el servicio público de educación.

Estos principios, debidamente conjugados, son fundamentales 
para que la Universidad cumpla con los fines encomendados 
y, en consecuencia, se traduzcan en acceso a una educación de 
calidad.

Abstract: the constitutional principles of university auto-
nomy and concordance university are captured in article 3, 
section VII, of the Fundamental Charter.

The explanation of this prerogative is due to the sensitive func-
tion of the public University, which must never be suspended 
nor must it face obstacles that put the public education servi-
ce at risk. Both principles, duly combined, are fundamental for 
university fulfills the purposes the state has entrusted to it and 
consequently, it translates into access to quality education.
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I.Introducción

Las universidades e instituciones de educación superior autóno-
mas por ley tienen como función primordial: la impartición del 
servicio público de educación. 

Son de las instituciones más valiosas en el país, por ser los 
vehículos esenciales que impulsan la transformación de la socie-
dad y porque contribuyen a la soberanía científica y tecnológica 
del país como acertadamente lo acotaba el doctor Jorge Carpizo.1

Estas razones son más que suficientes para otorgarles a las 
universidades públicas autónomas un tratamiento especial en la 
legislación y el reconocimiento de los principios constitucionales 
que permiten la realización de la vida universitaria.

Pese a que la figura de la Universidad pública tiene una pre-
sencia enorme entre los mexicanos, hasta el día de hoy se con-
funde su naturaleza jurídica; no se considera que algunas fueron 
creadas como organismos descentralizados de la administración 
pública y otras como organismos descentralizados del Estado.

Las instituciones de educación superior autónomas por ley 
descentralizadas de la administración pública, forman parte del 
poder ejecutivo federal o estatal; esta descentralización es de ca-
rácter administrativo.

1	  Carpizo, Jorge, Transparencia, acceso a la información y universidad pública 
autónoma, México, Editorial UDUAL, 2009, año LIX, nueva época, octu-
bre-diciembre, núm. 43. p. 7.
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En tanto que las descentralizadas del Estado no forman parte 
de la administración pública; esta descentralización es de índole 
política.2

En consecuencia, la universidad pública autónoma descen-
tralizada del Estado no es un organismo de la administración pú-
blica; es un órgano en el Estado.

Por otro lado, algunas voces, dentro y fuera del ámbito uni-
versitario, pretenden hacer creer que la Universidad pública es 
un órgano constitucional autónomo, lo que equivaldría a consi-
derarla como un poder a la par de los tradicionales, lo cual carece 
de fundamento alguno. Más aún, sería riesgoso para las univer-
sidades ser consideradas órganos constitucionales autónomos, 
pues el nombramiento de sus autoridades ya no se daría en el 
seno universitario y la capacidad de expedir normativa quedaría 
restringida.

Para que una Universidad pública sea constituida en órgano 
constitucional autónomo, tendría que ser creada por la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos o por la de la 
entidad federativa que corresponda y no por decreto del poder 
legislativo; luego entonces, la institución educativa perdería la 
autonomía especial de la que goza actualmente y que es mucho 
más amplia y sólida.  

Expresado en otras palabras, el órgano constitucional autó-
nomo disfruta de una autonomía de menor grado de la que tienen 
las universidades públicas.

Son múltiples las confusiones que se generan cuando se abor-
da el tema de la Universidad, pues algunos afirman que la auto-
nomía la concede el artículo 3 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, cuando en realidad ese numeral con-
tiene el principio elevado a rango constitucional; es la legislatura 
federal o estatal la que confiere la autonomía mediante un acto 
formal y material que consta en un decreto.

2	 Fernández Ruiz, Jorge, “La descentralización política y las universidades 
públicas de los estados”, en Astudillo, César y Manlio Fabio Casarín León 
(coords.), Derecho constitucional estatal, México, UNAM, 2010, p. 269.
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II. Antecedentes inmediatos de la  
actual autonomía universitaria3

La autonomía universitaria se ha ido construyendo poco a poco, 
aunque es un régimen inacabado. Su antecedente inmediato se 
encuentra en un pasaje histórico, poco recordado: un gran nú-
mero de universitarios encabezados por el doctor Guillermo So-
berón, rector de la Universidad Nacional Autónoma de México 
en la década de los setenta, propuso la adición del apartado “C” 
al artículo 123 a fin de regular aspectos laborales y de seguridad 
social de los trabajadores universitarios.

Es prudente rememorar que el artículo 123 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos determina que el Con-
greso de la Unión deberá expedir leyes sobre el trabajo, y contie-
ne solo dos apartados: el “A” concerniente a los particulares y el 
“B” respecto de los Poderes de la Unión y sus trabajadores.

Pues bien, la referida propuesta elaborada por los recono-
cidos y destacados juristas, los doctores Héctor Fix-Zamudio y 
Jorge Carpizo MacGregor, fue entregada al presidente de la Repú-
blica y este le encargó al secretario de gobernación la instalación 
de mesas de trabajo para conocer y discutir aquel proyecto. En 
esencia se le planteaba la adición de un apartado “C” al artículo 
123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y se apoyaba fundamentalmente en que las universidades no 
eran ni son empresas o factores de producción; en consecuencia, 
no encajaban en el identificado como “A” dirigido a particulares 
ni en el “B” destinado al personal del poder público. 

Igualmente se afirmó que, en las universidades e institucio-
nes de educación superior autónomas por ley, la suspensión tem-
poral de actividades laborales como medida de presión frente al 
patrón solo debía tener lugar cuando existieran violaciones ge-
nerales y sistemáticas; de tal modo que el derecho de huelga y el 
tratamiento previsto por la ley en el apartado “A” del artículo 123 
constitucional para los particulares no debía tener aplicación en 
las universidades públicas autónomas.

3	 Tomado del libro denominado Las relaciones laborales en las universidades 
autónomas, de la autoría del ponente; actualmente en imprenta.
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En síntesis, la universidad quería, en términos del proyecto 
presentado, que los procedimientos de ingreso, promoción y de-
finitividad fueran de la exclusiva competencia de ella y no de los 
sindicatos, y que todos los demás aspectos académicos quedaran 
en manos del Consejo Universitario.

Lo ideal es que fuera un solo capítulo para los trabajadores, 
aunque con ciertas modalidades para los trabajos especiales. Pero 
al considerar la Constitución la existencia de solamente dos apar-
tados en el invocado numeral 123, provoca que las universidades 
y las instituciones de educación superior autónomas por ley re-
ciban un trato que no les corresponde; es decir, el de empresas.

A pesar de la claridad de lo que se expresaba, el proyecto no pros-
peró; sí motivó, más adelante, que el principio de autonomía univer-
sitaria se elevara a rango constitucional y se incorporara un capítulo 
relativo al trabajo especial universitario en la legislación laboral.

Efectivamente, el rector Soberón Acevedo en ningún momento 
renunció a su proyecto en cuanto a proporcionarle un marco jurí-
dico apropiado a la universidad y él sostenía que la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos era el marco legal idóneo.

El episodio tiene enorme valor histórico; motivo por el cual 
se reproduce lo narrado por los protagonistas de los aconteci-
mientos, Guillermo Soberón Acevedo:

Nuestro afán de no cejar en el empeño de que el gobierno reco-
nociera la urgente necesidad de definir un marco jurídico adecua-
do para el trabajo universitario nos llevó a imaginar que nuestra 
Carta Magna sería el nivel adecuado que mejor cobijo estaría en 
la posibilidad de instrumentar para conferir la mayor garantía de 
la debida protección y consolidación del trabajo universitario, así 
como propiciar su trascendencia. Pude discutir este planteamiento 
con Diego Valadés, quien no solo estuvo de acuerdo con él sino 
que lo enriqueció y lo vinculó a la autonomía universitaria, que ha-
bía sido ampliamente discutida en nuestros recintos a lo largo de 
aquel luminoso 1979. De inmediato Diego me solicitó incorporar a 
su maestro Héctor Fix y a su inseparable Jorge Carpizo en la elabo-
ración de una iniciativa de ley para llevarla a la consideración del 
Ejecutivo federal. Así se hizo, habiendo consultado el proyecto con 
un grupo de nuestros maestros eméritos de la Facultad de Derecho 
y de otros distinguidos juristas universitarios. El presidente López 
Portillo la acogió con verdadero entusiasmo, y antes de someterla 
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al cuerpo legislativo recabó la opinión de Fernando Solana, secreta-
rio de Educación, y de algunos otros colaboradores suyos. Las dos 
Cámaras del Congreso y el constituyente permanente aprobaron la 
iniciativa con un amplio margen.4 

Diego Valadés:

Era evidente que la cuestión democrática y el problema universita-
rio estaban relacionados. El rector vio con claridad esta situación 
y la planteó al gobierno. Además del nuevo marco para las relacio-
nes políticas era indispensable definir el de las universidades, Si el 
apartado C del artículo 123 era inviable, debería buscarse otro re-
medio y reformar la Ley Federal del Trabajo, en el título de trabajos 
especiales, para dar cabida a un capítulo sobre el trabajo universita-
rio. La solución fue aceptada por el gobierno y también por los di-
rigentes gremiales. Pero habría que darle un soporte que asegurara 
la estabilidad del acuerdo, y con ese motivo el rector fue más allá: 
si se quería un marco para las relaciones justa y duraderas, el nivel 
adecuado era la Constitución.

Fue entonces cuando me ordenó que preparara un proyecto para 
adicionar el artículo 3º, uno de los preceptos más emblemáticos de 
nuestra carta fundamental, con el principio de la autonomía uni-
versitaria. Después de ver los primeros borradores con él y con su 
equipo, lo trabajé a detalle con mi maestro Héctor Fix-Zamudio, 
quien siempre acudió a todos los llamados de la Universidad para 
aportar sus luminosas ideas y sus profundos conocimientos, y con 
Jorge Carpizo, entonces Coordinador de Humanidades, que dedicó 
su fructífera vida al servicio de la Universidad.

El rector entregó el proyecto al presidente José López Portillo, quien 
como abogado y hombre culto introdujo observaciones y agregó la 
expresión “libre examen y discusión de las ideas”. Luego me corres-
pondió afinar el proyecto con el secretario de Educación, Fernando 
Solana, experimentado universitario que fue secretario general de 
la Universidad con el rector Barros Sierra, y con el secretario de 
Trabajo, Pedro Ojeda Paullada, quien tenía un gran conocimiento 
de los conflictos laborales que habíamos vivido. Ojeda involucró a 
Antonio Ruiz de Chávez, otro brillante abogado. Esa combinación 
de aportaciones se tradujo en la iniciativa presidencial, enviada en 
octubre de 1979, año en el que se conmemoraba el cincuentenario 
de la autonomía universitaria. Fue aprobada por unanimidad en el 

4	 Soberón, Guillermo, El médico, el rector, UNAM, FCE, 2015, p. 241.
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Congreso de la Unión y en los congresos de los estados y se publicó 
el 6 de junio de 1980.5

Como bien se aprecia, el presidente de la República, licen-
ciado José López Portillo, decidió presentar una iniciativa de ley 
para reformar el artículo 3 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y adicionar una serie de numerales a 
la Ley Federal del Trabajo para crear una regulación especial: el 
trabajo universitario. 

La autonomía universitaria se elevó a rango constitucional el 
9 junio de 1980.6 A partir de entonces, el texto fundamental re-
conoce el principio de autonomía universitaria.

Al respecto, es válido insistir, dadas las confusiones frecuen-
tes, que la Constitución Federal no otorga la autonomía a las uni-
versidades públicas, solo la reconoce. Es a las legislaturas, federal 
o locales, a quienes compete conceder la autonomía universitaria 
mediante un acto formal y material del poder legislativo; esto es, 
por conducto del decreto que expida, como ha reconocido am-
pliamente la Suprema Corte de Justicia de la Nación.7

En estas circunstancias, el artículo 3 constitucional, en su 
fracción VII —inicialmente VIII, pero trasladada con posteriori-
dad en idénticos términos en razón de una modificación al pro-
pio precepto—, comprendió los principios de autonomía univer-
sitaria y de concordancia universitaria.

III. Principios constitucionales universitarios: 
autonomía y concordancia8

Durante muchos años se ha afirmado la existencia de un solo 
principio, el de autonomía universitaria; empero, junto a él coe-
xiste otro: el de concordancia universitaria.

5	 Ibidem, p. 141.
6	 Diario Oficial de la Federación, 9 de junio de 1980.
7	 Tesis P./J. 17/2005, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. épo-

ca, t. XXI, mayo de 2005, p. 913, AUTONOMÍA UNIVERSITARIA. SOLO 
PUEDE ESTABLECERSE MEDIANTE UN ACTO FORMAL Y MATERIAL-
MENTE LEGISLATIVO.

8	 Las relaciones laborales en las universidades autónomas, op. cit.
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Principio de autonomía universitaria: lo primero que debe des-
tacarse de la autonomía universitaria es que esta no es absoluta, 
es, por tanto, limitada o especial, como acertadamente sostiene 
el Poder Judicial de la Federación.9

De la lectura del numeral constitucional se advierten cua-
tro grandes capacidades o fases de la autonomía universitaria:  
autogobierno, autorregulación, autodeterminación académica  
y autogestión administrativa.

La autonomía universitaria es un principio elevado a rango 
constitucional y, por tal razón, es una garantía institucional, in-
dispensable para que la universidad pública cumpla sus fines con 
libertad y calidad, dentro del marco legal aplicable.

La autonomía universitaria es el elemento esencial que im-
pulsa a la universidad pública y, por ende, la educación superior 
del país, pues permite que esta se imparta respetando la libertad 
de cátedra e investigación, y el libre examen y discusión de las 
ideas.

La autonomía universitaria no es absoluta; el Poder Judicial 
de la Federación ha venido desentrañando su concepto y sus al-
cances, de ahí que existan temas bien definidos como los concer-
nientes a:

I.	 Los alcances y límites de la autonomía universitaria. 10

II.	 La autonomía proviene de un acto formal y material del 
Poder Legislativo federal o local; no deriva del artículo 3 
fracción VII de la Constitución Federal. 11 y 12

III.	La facultad de legislar y crear universidades autónomas 
corresponde a las legislaturas, sin que pueda ser delegada 
en favor del poder ejecutivo.13

9	 Tesis P./J. 17/2005, op. cit.
10	 Carpizo, Jorge, op. cit., p. 239; Tesis P./J. 17/2005, op. cit.
11	 Tesis P./J. 17/2005, op. cit., p. 913.
12	 Tesis 2a. XXXVI/2002, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. 

época, t. XV, abril de 2002, p. 576. 
13	 Tesis P/J 18/2005, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. épo-

ca, t XXI, mayo de 2005, p. 913.
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IV.	La autonomía de la que gozan las universidades es espe-
cial.14 y 15

V.	 La autonomía impide que intervengan órganos ajenos en 
su gobierno.16, 17 y 18

VI.	Los procedimientos de ingreso, promoción y permanen-
cia solamente atañen a la Universidad.19, 20 y 21

VII.	Las juntas de conciliación y arbitraje o jueces laborales no 
pueden sustituir la valoración académica efectuada por 
la Universidad por medio de sus órganos competentes, 
pero sí pueden revisar si la institución cumplió su propia 
norma.22, 23, 24 y 25

14	 Tesis P.XXVIII/97, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. épo-
ca, t. V, febrero de 1997, p. 119. 

15	 Tesis P./J. 17/2005, op. cit.
16	 Tesis 1a./J. 19/2010, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. 

Época, t. XXXI, marzo de 2010, p. 918.
17	 Tesis 2a. CXIII/2009, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. 

época, t. XXX, octubre de 2009, p. 135.
18	 Tesis 1a. XXX/2010, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. 

época, t XXXI, febrero de 2010, p. 111.
19	 Tesis 2a./J. 102/2002, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. 

época, t. XVI, octubre de 2022, p. 298.
20	 Tesis I.5o.T.5L(11a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 11a. 

época, t. IV, abril de 2022, p. 2662. 
21	 Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la Federación, 8a. 

época, t. II, parte-2, tesis aislada, julio-diciembre de 1988, reg. 230735, p. 612.
22	 Tesis 2a. LII/2010, Seminario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. épo-

ca, t. XXXII, julio de 2010, reg. 164197, p. 327.
23	 Tesis XVI. 1o. T.62 L (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

11a. época, t. IV, octubre de 2021, p. 3844.
24	 Tesis I.5o.T.5L (11a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 11a. 

época, t. IV, abril de 2022, p. 2662. 
25	 Tesis XXI.3o.C.T.2L (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

10a. época, t. III, febrero de 2016, p. 2237.
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VIII. La normativa universitaria 
 integra el orden jurídico nacional.26

Expresadas las ideas anteriores, se propone definir la autonomía 
universitaria en los términos siguientes: “Es la potestad especial 
con la que cuenta la Universidad pública para cumplir con cali-
dad y libertad, dentro del marco legal aplicable, los fines y fun-
ciones que el Estado le ha encomendado”.

Como se advierte, la universidad pública autónoma debe im-
partir educación e investigar, pero con calidad y libertad; dos ele-
mentos indispensables en la educación superior.

La autonomía universitaria, para apuntarlo en términos colo-
quiales pero muy significativos, es el cerebro y corazón de la uni-
versidad pública.27  

Principio de concordancia universitaria. El segundo principio, 
al que el autor ha denominado de concordancia universitaria, se 
extrae del mismo artículo 3, fracción VII, constitucional. 

Inmediatamente después de las cuatro grandes fases o capa-
cidades de la autonomía universitaria se advierte el aludido prin-
cipio, cuando dicho precepto constitucional dispone:

Las relaciones laborales, tanto del personal académico como del ad-
ministrativo, se normarán por el apartado A del artículo 123 de esta 
Constitución, en los términos y con las modalidades que establezca 
la Ley Federal del Trabajo conforme a las características propias de 
un trabajo especial, de manera que concuerden con la autonomía, la 
libertad de cátedra e investigación y los fines de las instituciones a que 
esta fracción se refiere.28

Y por su parte, el artículo 353-J de la Ley Federal del Trabajo 
expresa que:

26	  Tesis 2a. XXXVII/2002, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9a. 
época, t. XV, abril de 2002, p. 587.

27	 Solís Sánchez, Renán Ermilo, “Aniversario 90 de la Universidad Autónoma 
de Yucatán”, Revista de la Universidad Autónoma de Yucatán, Mérida, vol. 
27, núm. 260, enero-julio de 2012, pp. 14-19.

28	 Cursivas añadidas.
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Las disposiciones de este Capítulo se aplican a las relaciones de tra-
bajo entre los trabajadores administrativos y académicos y las uni-
versidades e instituciones de educación superior autónomas por 
ley y tienen por objeto conseguir el equilibrio y la justicia social en 
las relaciones de trabajo, de tal modo que concuerden con la autono-
mía, la libertad de cátedra e investigación y los fines propios de estas 
instituciones.29

De lo anterior se advierten los elementos siguientes:

a)	 relaciones laborales entre el personal académico y admi-
nistrativo, y la universidad;

b)	 concordancia de esas relaciones laborales o bien poner de 
acuerdo lo que no lo está, y

c)	 autonomía, libertad de cátedra e investigación, y los fines 
propios de las instituciones.

El contenido de las normas constitucional y secundaria no 
deja duda, las relaciones laborales son importantes, pero igual-
mente lo son los fines de la universidad pública autónoma por 
todo lo que representan y aportan.

En resumen, se observa la existencia de un privilegio para la 
autonomía universitaria y los fines de la institución.  

La explicación de esa prerrogativa obedece a la sensible fun-
ción de la universidad pública, la cual nunca debe suspenderse. 

No es admisible, en modo alguno, que la universidad pública 
interrumpa sus labores al convertirse en rehén de grupos o sec-
tores de la especie o naturaleza que fueren, gracias a conflictos 
laborales reales o aparentes. 

Es verdad que los tribunales del Poder Judicial de la Federa-
ción en ningún momento hacen alusión al principio de concor-
dancia universitaria con este nombre; sin embargo, es innegable 
que ha estado presente en las resoluciones que guardan relación 
con temas universitarios.

En efecto, han considerado que las actividades realizadas en 
el ámbito universitario corresponden a un trabajo especial, tal 

29	 Cursivas añadidas.
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y como se consigna en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y la Ley Federal del Trabajo; esa calidad de 
especial es la que precisamente le da cabida al principio de con-
cordancia, indispensable y necesario para que las instituciones 
de educación superior puedan cumplir cabalmente con sus fines.

En este orden y con apoyo en los principios de concordancia 
universitaria y autonomía universitaria, particularmente en cuan-
to concierne a la autodeterminación académica, se privilegian los 
fines de la institución con el propósito de que esta pueda cumplir 
absolutamente con su cometido, sin que sea obstáculo cualquier 
circunstancia derivada de la relación laboral, pues, como ya se ha 
apuntado, la universidad tiene un compromiso ineludible con la 
sociedad y por ello tiene que impartir educación de calidad.

Las resoluciones pronunciadas por el Poder Judicial de la Fe-
deración dan cuenta de lo que se afirma, pues en atención a la 
naturaleza del trabajo especial universitario y de los fines de la 
institución, ha considerado infundadas las reclamaciones que se 
han sustentado en “violación” a la estabilidad en el empleo, a la 
libertad de trabajo y al derecho a la no discriminación. El argu-
mento toral de los tribunales de amparo ha sido muy claro: las 
universidades tienen la obligación de contratar al personal idó-
neo, ya que la sociedad espera que sus hijos sean formados por 
los mejores maestros y puedan egresar con la debida y suficiente 
preparación; por tanto, la capacidad de seleccionar al personal 
adecuado para el cumplimiento cabal de los fines de la universi-
dad no vulneran la estabilidad en el empleo, tampoco la libertad 
de trabajo y mucho menos el derecho a la no discriminación.

Siempre, en este mismo orden, importa destacar que el prin-
cipio de concordancia universitaria también está presente cuan-
do el Poder Judicial de la Federación resuelve que la subsistencia 
de la materia de trabajo y la prórroga de contratos de trabajo no 
tienen cabida tratándose de personal académico, pues las insti-
tuciones de educación superior se rigen fundamentalmente por 
los procedimientos de ingreso, promoción y permanencia, lo 
cual es parte primordial de la autodeterminación académica, de 
tal manera que no es aplicable lo previsto por la Ley Federal del 
Trabajo. 
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La razón de lo anterior tiene como apoyo el cabal cumplimiento 
de los fines de la institución y que, en consecuencia, se contrate al 
personal adecuado e idóneo; es decir, al más preparado. No podía 
ser de otro modo; las universidades constituyen la herramienta fun-
damental para el desarrollo de los pueblos y este objetivo se logra 
cuando la institución busca, encuentra y se enfoca en contratar cali-
dad, la cual es condición irrenunciable para toda universidad que tie-
ne y permanece con el compromiso firme de servir a su comunidad.

En resumidas cuentas, se han dictado resoluciones como las 
siguientes:

I.	 En el trabajo académico no se vulnera el derecho a la es-
tabilidad en el empleo cuando se contrata al personal idó-
neo. 30 y 31

II.	 No se viola el derecho a la libertad de trabajo cuando deja 
de contratarse al personal académico.32

III.	Tampoco se viola el derecho a la no discriminación cuan-
do se contrata al personal académico apto.33

IV.	En el trabajo académico no tiene aplicación la prórroga 
del contrato de trabajo.34 y 35

El Poder Judicial de la Federación es sumamente claro, la sub-
sistencia de la materia de trabajo y la prórroga de contratos del 
personal académico no se rigen con base en las disposiciones de 
la legislación laboral, sino por los procesos internos de la Uni-
versidad, conforme a lo previsto por la legislación de la propia 
institución de educación superior.

30	 Tesis 2a. III/2014 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
10a. época, t. II, enero de 2014, p. 1596. 

31	 Tesis 2a. CX/2014 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
10a. época, t. I, noviembre de 2014, p. 1193.

32	 Tesis 2a. III/2014 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
10a. época, t. II, enero de 2014, p. 1597.

33	 Tesis 2a. III/2014 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
10a. época, t. II, enero de 2014, p. 1598. 

34	 Tesis 2a. III/2014 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
11a. época, t. III, 20 de diciembre de 2022, p. 2752. 

35	 Tesis III 4o. T 9 L (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
10a. época, t. 3, agosto de 2013, p. 1739.
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En vista de lo que se ha expuesto, el principio de concordan-
cia universitaria se definiría como sigue: Las relaciones laborales 
universitarias deben armonizarse con la autonomía y los fines de la 
institución.

IV. Acceso a una educación de calidad

La educación de calidad, más allá del derecho indiscutible del 
estudiante a recibirla, es una obligación insoslayable de la insti-
tución impartirla y precisamente por estas razones y en estricto 
cumplimiento de sus fines debe contratar al personal académico 
idóneo.

Al cumplir las universidades con los extremos anotados, for-
talecen el servicio público de educación y satisfacen cabalmente 
las expectativas de la sociedad.

Los fines para los que fue creada la universidad y las cuatro 
grandes capacidades o fases de la que fue dotada, conducen en 
conjunto a una conclusión irrebatible: las universidades e institu-
ciones de educación superior autónomas por ley fueron creadas 
para impartir educación de calidad y para apoyar al país para al-
canzar su independencia científica y tecnológica.

Sí para cumplir con todas las funciones sustantivas que le co-
rresponden y sí para cumplir con todas las funciones adjetivas 
que igualmente le atañen, pero ante todo para impartir educación 
de calidad y robustecer al país; es lo menos que una sociedad 
espera de su universidad pública. Y esa misma sociedad sueña, 
desea y exige que sus hijos sean formados por personal idóneo.

En la medida que una universidad desatienda el ingreso de 
su personal académico y, por ende, descienda su nivel, estará 
desviando los fines para los que fue creada la institución, estará  
negando la razón de su ser, estará renunciando a las facultades y obli-
gaciones constitucionales y estará incumpliendo con la sociedad.

No es tan difícil comprender cuáles son los objetivos de las 
universidades; por tanto, debe erradicarse cualquier práctica que 
ponga en riesgo o afecte los procesos de ingreso, promoción y 
permanencia del personal académico.
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Las universidades se crearon para formar y servir, para que 
las personas egresen con una preparación sólida y para que la 
sociedad reciba servicios de calidad.

Es fundamental el buen ambiente en las instituciones y son 
importantes las relaciones laborales, pero nunca deberá corrom-
perse el cumplimiento de los fines para los que fue creada la Uni-
versidad.

Las universidades e instituciones de educación superior au-
tónomas por ley que cumplen cabalmente con su objetivo, son 
altamente valoradas por la sociedad y las sienten suyas; de ahí 
que se afirme que son patrimonio de todo un pueblo.

Y al cumplir con los fines, satisfacen igualmente las expec-
tativas de la sociedad; el cumplir con los fines significa también 
estar pendientes y presentes con los estudiantes, pues en la mag-
nitud que estos se formen adecuadamente, de ese mismo tamaño 
serán sus aportaciones a la sociedad.

No se olvide nunca: la universidad pública autónoma es la cuna 
de las mejores causas de la patria.  

V. Conclusiones

Primera. La naturaleza jurídica de las universidades es la de or-
ganismos descentralizados; no son órganos constitucionales au-
tónomos.

Segunda. Los fines de las universidades, en términos genera-
les, son la impartición de educación de calidad, y contribución a 
la soberanía científica y tecnológica del país.

Tercera. Las universidades requieren los principios constitu-
cionales de autonomía universitaria y de concordancia universi-
taria para cumplir con sus fines.

Cuarta. Las universidades están obligadas a impartir educa-
ción de calidad y coadyuvar a la independencia científica y tec-
nológica de México; por tanto, deben ser estrictas en la aplicación 
de los procedimientos de ingreso, promoción y permanencia de 
su personal académico y, en correspondencia con la aplicación 
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de los procedimientos mencionados, deben procurar en todo 
momento salarios y prestaciones dignos para su personal.
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